El siguiente es el documento presentado por el Magistrado Ponente que sirvió de base para proferir la providencia dentro del presente proceso.  El contenido total y fiel de la decisión debe ser verificado en la respectiva Secretaría.

PROCEDIMIENTO LABORAL / AGENCIAS EN DERECHO / LIQUIDACIÓN DE AGENCIAS
LIQUIDACIÓN DE AGENCIAS EN DERECHO – Marco normativo.

… se tiene que conforme el Acuerdo PSAA16-10554 de 2016 para fijar las agencias en derecho se deben tener en cuenta diferentes variables, como son: a) el tipo de proceso - declarativo en general, declarativo especial, monitorio, ejecutivo, liquidación- (art. 5); b) clase de pretensión - pecuniaria o no - (art. 5) y c) los criterios en particular de la actuación de la parte favorecida con la condena en costas, que permita valorar la labor jurídica desarrollada, estos últimos que coinciden con los mencionados en el numeral 4 del artículo 366 del CGP, que lo son “la naturaleza, la calidad y la duración de la gestión realizada por el apoderado o la parte que litigó personalmente, la cuantía del proceso y demás circunstancias especiales directamente relacionadas con dicha actividad…” (Art. 2 del Acuerdo).     

Ahora, de tratarse de pretensión no pecuniaria, que es aquella donde la pretensión es simplemente declarativa (par. 1º, art. 3º), entonces el artículo 5º del citado acuerdo dispone que las agencias en primera instancia serán entre 1 a 10 SMLMV.
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Asunto.


Apelación de auto 
Proceso
.

Ordinario laboral 
Radicación No.

66001-31-05-005-2020-00340-02 
Demandante

Roberto López Alonso
Demandada

Colpensiones y Porvenir S.A.
Tema      

Agencias de derecho 
 
Pereira, Risaralda, veintisiete (27) de febrero de dos mil veinticinco (2025)

Acta de discusión 028 del 25-02-2025
  
Procede la Sala a resolver el recurso de apelación interpuesto por la codemandada Porvenir S.A. contra el auto proferido el 03 de septiembre del 2024 por el Juzgado Quinto Laboral del Circuito de esta ciudad, mediante el cual aprobó la liquidación de costas procesales.  
ANTECEDENTES
1. Crónica procesal y síntesis del auto recurrido 
 
1.1 Mediante sentencia proferida el 10/05/2022 el juzgado de conocimiento accedió a las pretensiones de la demanda de declarar la ineficacia del traslado del RPM al RAIS y, ordenar a Porvenir S.A. a trasladar a Colpensiones saldos, cotizaciones, bonos pensionales, con sus respectivos frutos e intereses; y condenó en costas de primera instancia solo a Porvenir S.A. a favor del demandante.
En sentencia de segunda instancia del 09/09/2022 se confirmó la decisión de primer grado y, se condenó en costas de segunda instancia a las recurrentes -Porvenir S.A. y a Colpensiones- en favor de la parte actora. 
Colpensiones interpuso recurso extraordinario de casación que fue inadmitido por la Honorable Corte Suprema de Justicia Sala de Casación Laboral mediante auto AL1853-2023 del 05/07/2023 (archivo 04, c03RecursosExtraordinarios).

1.2 Mediante auto del 03/09/2024 el juzgado fijó las agencias en derecho de primera instancia en $5´200.000 a cargo de Porvenir S.A.; y las de segunda en $1´300.000 de conformidad con el Acuerdo PSAA 16-10554 del 05 de agosto de 2016 (fl. 1, archivo 41, C01). 
 
1.3 Luego, la Secretaría del juzgado liquidó las costas de primera instancia en $5´200.000 a cargo de Porvenir S.A.; y las de segunda en $1´300.000 a cargo de Porvenir S.A. y Colpensiones, correspondiéndole a cada una un valor de $650.000 (fl. 2, ibidem). Seguidamente, mediante auto de la misma data la a quo aprobó la liquidación de costas (fl. 3, ibidem). 
2. Síntesis del recurso de apelación 
Inconforme con la decisión Porvenir S.A. interpuso recurso de reposición y en subsidio el de apelación y para ello argumentó que estaba en desacuerdo con las agencias en derecho fijadas en primera instancia a su cargo desproporcionada y exagerada que totalizó en $5´200.000, pues no se compadece con la labor realizada por la contraparte, en tanto los procesos de ineficacia/nulidad de traslado no tienen ninguna complejidad y es relativamente corto, entonces no fueron liquidadas bajo criterios razonables, objetivos y verificables, de conformidad con los principios de igualdad y congruencia procesal.
Agregó que a la AFP no le es dable evitar esta demanda ya que ni ella ni Colpensiones pueden autorizar el traslado, pues solo puede ser ordenado por decisión judicial, máxime que no debió ser condenada en costas al tratarse de una línea jurisprudencial.
Recurso de reposición que la juez de primer grado resolvió desfavorablemente mediante auto del 08/11/2024 (archivo 48) para lo cual concluyó que se fijó en 4 smlmv en atención a la duración del proceso y a la gestión realizada por el apoderado de la parte actora.

3. Alegatos 
 

Los presentados por la parte actora guardan relación con los temas a tratar dentro de la presente providencia.
CONSIDERACIONES 
 
1. Problema jurídico 
  
Visto el recuento anterior formula la Sala el siguiente: 
 
¿Las agencias en derecho fijadas en primera instancia se encuentran a justadas a lo establecido en el Acuerdo PSAA16-10554 de 2016? 
 
2. Solución al interrogante planteado 
 
2.1. Reglas para fijar las agencias en derecho (Acuerdo PSAA16-10554 de 2016) 
2.1.1 Fundamento jurídico  
 
El artículo 366 del CGP aplicable al laboral por remisión del artículo 145 del CPTSS dispone que las costas y las agencias en derecho serán liquidadas “de manera concentrada” por el despacho de origen una vez quede ejecutoriada la providencia que le ponga fin al proceso o notificado el auto de estese a lo resuelto por el superior; posteriormente, el secretario realizará la liquidación y el juez determinará si la aprueba o no.  
 
Así, en su numeral 4° prevé que se deberá tener en cuenta para fijar las agencias en derecho las tarifas establecidas por el Consejo Superior de la Judicatura; además de la naturaleza, calidad y duración de la gestión realizada por el apoderado o la parte que litigó personalmente, la cuantía del proceso y otras circunstancias especiales. 
 
En ese sentido, se tiene que conforme el Acuerdo PSAA16-10554 de 2016 para fijar las agencias en derecho se deben tener en cuenta diferentes variables, como son: a) el tipo de proceso - declarativo en general, declarativo especial, monitorio, ejecutivo, liquidación- (art. 5); b) clase de pretensión - pecuniaria o no - (art. 5) y c) los criterios en particular de la actuación de la parte favorecida con la condena en costas, que permita valorar la labor jurídica desarrollada, estos últimos que coinciden con los mencionados en el numeral 4 del artículo 366 del CGP, que lo son “la naturaleza, la calidad y la duración de la gestión realizada por el apoderado o la parte que litigó personalmente, la cuantía del proceso y demás circunstancias especiales directamente relacionadas con dicha actividad…” (Art. 2 del Acuerdo).     
Ahora, de tratarse de pretensión no pecuniaria, que es aquella donde la pretensión es simplemente declarativa (par. 1º, art. 3º), entonces el artículo 5º del citado acuerdo dispone que las agencias en primera instancia serán entre 1 a 10 SMLMV.
2.1.2 Fundamento fáctico 
 
Al revisar la demanda se observa que lo pretendido por Roberto López Alonso y lo obtenido a través de sentencia favorable a sus intereses fue la declaratoria de la ineficacia del traslado al RAIS y, en consecuencia, el retorno al RPM de todo el capital acumulado en su cuenta de ahorro individual, decisión que en segunda instancia fue confirmada; por ende, nos encontramos ante un proceso declarativo con pretensión no pecuniaria; de ahí que los lindes para su tasación según el acuerdo va de 1 a 10 SMLMV en primera instancia.
Entonces, al verificar lo fijado por la a quo en primera instancia desde la sentencia de primer grado se tiene que, fijo $5´200.000, que corresponden a 4 SMLMV para el 2024 – menos de la mitad del tope máximo.
Ahora bien, con la finalidad de determinar si las agencias debieron fijarse en un valor inferior en primer grado, es preciso valorar la labor de la favorecida con las costas.
Así se observa a: i) la baja complejidad del asunto en controversia en la medida que, para su resolución favorable solo bastaba a la demandante con esgrimir la tesis consolidada de la Corte Suprema de Justicia, en la que incluso la carga probatoria de aquella fue mínima, al aducir únicamente prueba documental; ii) en cuanto a la duración, la demanda fue radicada el 09/12/2020 (archivo 03, c.1) y contó con decisión favorable en primera instancia el 10/05/2022, esto es, un poco más de un año, tiempo prudente para obtener decisión de primer grado.
Sin que en esta instancia sean de recibo sus reproches encaminados a la condena en costas procesales, pues ello ya fue resuelto al resolver el recurso de apelación que interpuso frente a la sentencia de primer grado, sin que saliera airoso su alzada, siendo así no puede pretender reabrir un debate tendiente a exonerarse de la condena en costas procesales, que ya fue resuelto por esta misma Sala especializada.
De lo expuesto se tiene que, sin desconocer las gestiones efectivas desplegadas por la parte actora para lograr que salieran avante sus pretensiones, lo cierto es que este asunto ameritó una actividad muy baja de su parte por lo que no se compadece con las agencias fijadas en primera instancia en la suma de $5’200.000 (4 SMLMV), por lo que las costas de primera instancia serán reducirlas a $3´900.000 (3 SMLMV para el año 2024), máxime que esta Sala mayoritaria así lo ha decidido en anteriores procesos de similares ribetes fácticos.
CONCLUSIÓN 
Por lo anterior, prospera la apelación formulada por la parte demandada y en consecuencia se modificará el auto apelado en el sentido ya indicado; sin condena en costas en esta instancia al salir avante la alzada. 
DECISIÓN 
 
En mérito de lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira Sala de Decisión Laboral,  
RESUELVE 
 
PRIMERO. MODIFICAR el auto proferido el 03 de septiembre del 2024 por el Juzgado Quinto Laboral del Circuito de esta ciudad dentro del proceso de la referencia, en el sentido de aprobar las costas procesales de primera instancia a cargo de la parte demandada Porvenir S.A. y en favor del demandante en $3’900.000.   

 
SEGUNDO. SIN CONDENA en costas en esta instancia, por lo expuesto. 
 
NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE, 
                                        
OLGA LUCÍA HOYOS SEPÚLVEDA 
Magistrada Ponente 
 
JULIO CESAR SALAZAR MUÑOZ 
Magistrado 
 
ANA LUCÍA CAICEDO CALDERÓN  
Magistrada 
  




   Salva voto 
SALVAMENTO DE VOTO

Con mi acostumbrado respeto, manifiesto mi inconformidad frente a la providencia mayoritaria por las siguientes razones: 

1. Las agencias en derecho en los procesos laborales 

Frente a la tasación de las agencias en derecho, el doctrinante Azula Camacho1 ha referido: 

“Para determinar el monto de las agencias en derecho, el artículo 366 (inc. 4o ) del Código General del Proceso recogió lo preceptuado por el inciso 3º del artículo 393 del de Procedimiento Civil, en el sentido de aplicar las tarifas que establezca el Consejo Superior de la Judicatura. Si las tarifas fijan un mínimo y un máximo, el juez debe considerar esos criterios, pero, además, la naturaleza, calidad y duración de la gestión realizada y la cuantía del proceso.” 

En cuanto a las tarifas a aplicar por concepto de agencias en derecho, el Código General del Proceso en sus artículos 361 y 366 señala que es el juez o magistrado que conoció el proceso en primera o única instancia quien debe fijar dichos emolumentos al momento de liquidar las costas procesales, y que, a pesar de ser discrecional, está limitado por las tarifas máximas y mínimas adoptadas por el Consejo Superior de la Judicatura. Así, según el Acuerdo PSAA16-10554 de 2016, para fijar las agencias en derecho se debe tener en cuenta: 

a) El tipo de proceso, precisando en su artículo 5.1 que en los procesos declarativos que carezcan de cuantía las agencias en derechos se establecerán en primera instancia entre 1 y 10 S.M.M.L.V., y en segunda instancia entre 1 y 6 S.M.M.L.V. 

b) Clase de pretensión: dispone el artículo 3º de la norma en comento: 

“ARTÍCULO 3º. Clases de límites. Cuando las agencias en derecho correspondan a procesos en los que se formularon pretensiones de índole pecuniario, o en los que en la determinación de la competencia se tuvo en cuenta la cuantía, las tarifas se establecen en porcentajes sobre el valor de aquellas o de ésta. Cuando la demanda no contenga pretensiones de dicha índole, o cuando se trate de la segunda instancia, de recursos, o de incidentes y de asuntos asimilables a los mismos, las tarifas se establecen en salarios mínimos mensuales legales vigentes, en delante S.M.M.L.V.” 

c) Los criterios en particular de la actuación de la parte favorecida con la condena en costas, que permita valorar la labor jurídica desarrollada, estos últimos coinciden con los mencionados en el numeral 4º del artículo 366 del CGP, esto es, la naturaleza, la calidad y la duración de la gestión realizada por el apoderado, la cuantía del proceso y demás circunstancias relacionadas con dicha actividad. 

Asimismo, en su tratado de derecho procesal, el profesor Hernán Fabio López Blanco frente a las agencias en derecho ha preceptuado: 

“Se ha destacado dentro del concepto de costas está incluido el de agencias en derecho, que constituye la cantidad que debe el juez ordenar para el favorecido con la condena en costas con el fin de resarcirle de los gastos que tuvo que afrontar para pagar los honorarios de un abogado o, si actuó en nombre propio, como contraprestación por el tiempo y esfuerzo dedicados a esta actividad. (…) 

Como en ocasiones las tarifas de los citados acuerdos tan solo señalan montos mínimos y máximos, en estas hipótesis la labor del juez es más amplia y podrá “sin que pueda exceder el máximo de dichas tarifas” realizar el señalamiento de las agencias en derecho considerando la cuantía del proceso, su duración, la naturaleza y calidad de la gestión desarrollada y cualquier otra circunstancia especial que sirva para fijar dentro de esos límites el equitativo honorario profesional que le debe ser reintegrado a la parte. 

La suma que el juez señale como agencias en derecho no tiene que estar orientada por la que la parte efectivamente canceló a su abogado, así se demuestre fehacientemente la cuantía de ese pago, de modo que para nada obliga al juez las bases contractuales señaladas en materia de honorarios profesionales, ya que éste, dentro de los parámetros referidos es el único llamado a realizar la fijación pertinente. 

Sin embargo, no deben olvidar los jueces que las agencias en derecho no constituyen una graciosa concesión de ellos para con uno de los litigantes, sino que se trata de establecer las bases de la justa retribución para quien se vio obligado a demandar o a concurrir al proceso, no obstante que la razón estaba de su parte, de ahí que el equitativo pero severo criterio en esta materia será un factor importante para evitar infinidad de trámites inútiles que se surten sobre el supuesto de que se afrontará una mínima condena a pagar costas. 

Y de manera especial reitero el llamado de atención a los funcionarios de segunda instancia y casación, quienes por el trámite correspondiente a tales etapas del proceso fijan sumas ciertamente irrisorias que sólo constituyen un acicate para abusar del empleo de esos recursos.” 

2. Caso concreto 

Si partimos de la base de que las agencias en derecho constituye la cantidad que debe el juez ordenar para el favorecido con la condena en costas, con el fin de resarcirle los gastos que tuvo que afrontar para pagar los honorarios de un abogado, observamos que en el presente caso lo pretendido por la parte actora y lo obtenido a través de la sentencia favorable a sus intereses fue la declaratoria de la ineficacia de afiliación al Régimen de Ahorro Individual con Solidaridad y, como consecuencia de ello, la ineficacia del traslado de régimen, ordenándose el reintegro a Colpensiones de todo el capital acumulado en la cuenta de ahorro individual de la parte demandante junto con los rendimientos financieros producidos. 

En otros asuntos en los que también se pidió la declaratoria de la ineficacia del traslado de igual complejidad al presente, la fijación de agencias en derecho se hizo sobre la base de salarios mínimos, de manera que por respeto al derecho a la igualdad se debió modificar la decisión de primera instancia a ese tope. 

En estos términos sustento mi salvamento de voto. 

ANA LUCÍA CAICEDO CALDERÓN 

Magistrada

